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v. 
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   Peticionario 

 
 
 
 
KLAN201601072 

Apelación acogida 
como Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera  
Instancia, Sala de 
Utuado 
 
Crim. Núm.: 
L LE2012G0082 
 
Por: Art. 3.3 Ley 54 
 

 
Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 
Coll Martí, Jueza Ponente  
 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016. 

 Comparece el Sr. José A. Rosado Plaza y nos solicita que 

revisemos una Resolución emitida el 30 de junio de 2016 y 

notificada el 1 de junio de 2016. Mediante la aludida determinación, 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Utuado, declaró No Ha 

Lugar la solicitud de corrección de sentencia. Se acoge el recurso 

de apelación como uno de certiorari por recurrirse aquí de una 

Resolución post sentencia, y por los fundamentos que discutiremos, 

se deniega la expedición del mismo.    

I 
 

 Por hechos ocurridos el 17 de marzo de 2012, el 11 de abril 

de 2012 se presentaron tres (3) acusaciones contra el Sr. Rosado 

Plaza por infracciones a los Artículos 3.3 (Maltrato mediante 

amenaza)1 y 2.8 (Incumplimiento de órdenes de protección)2  de la 

                                                 
1
 Toda persona que amenazare con causarle daño a su cónyuge, ex cónyuge, a la 
persona con quien cohabita o con quien haya cohabitado o con quien sostiene o haya 
sostenido una relación consensual, o la persona con quien haya procreado un hijo o hija, 
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Ley para la Prevención de la Violencia Doméstica, Ley Núm. 54 de 5 

de agosto de 1989 y violación al Artículo 5.05 de la Ley de Armas3. 

En todos los pliegos acusatorios se alegó reincidencia, debido a que 

el Sr. Rosado Plaza había sido declarado convicto y sentenciado 

por violaciones a la Ley de Sustancias Controladas y a la Ley Núm. 

54.  

 Así las cosas, el 4 de junio de 2012 el peticionario renunció al 

derecho a juicio por jurado. El juicio en su fondo se celebró el 4 y 5 

de junio de 2012.  Luego de evaluar la totalidad de la prueba, el Sr. 

Rosado Plaza fue encontrado culpable por los delitos imputados. El 

6 de junio de 2012 el foro sentenciador dictó la sentencia 

condenando al Sr. Rosado Plaza a cinco (5) años y seis (6) meses 

de cárcel por la violación al Artículo 2.8  de la Ley Núm. 54;  tres (3) 

años de reclusión  por infracción al Artículo 3.3 de la mencionada 

ley, a cumplirse de forma concurrente; y un (1) año y nueve (9) 

meses por la infracción al Artículo 5.05 de la Ley de Armas, a 

cumplirse de forma consecutiva con las anteriores penas y con 

cualquier otra pena que estuviere cumpliendo.  

 Pertinente a la controversia que nos ocupa, el peticionario 

presentó una moción de modificación de Sentencia.  En atención a 

                                                                                                                                     
independientemente del sexo, estado civil, orientación sexual, identidad de género o 
estatus migratorio de cualquiera de las personas involucradas en la relación, a los bienes 
apreciados por ésta, excepto aquéllos que pertenecen privativamente al ofensor, o a la 
persona de otro, incurrirá en delito grave de cuarto grado en su mitad superior.  

2
 Cualquier violación a sabiendas de una orden de protección expedida, de conformidad 

con este capítulo, será castigada como delito grave de tercer grado en su mitad 
inferior; Disponiéndose, que los tribunales vendrán obligados a imponer supervisión 
electrónica, de concederse cualquier tipo de sentencia suspendida.  

3
 Toda persona que sin motivo justificado usare contra otra persona, o la sacare, 

mostrare o usare en la comisión de un delito o su tentativa, manoplas, blackjacks, 
cachiporras, estrellas de ninja, cuchillo, puñal, daga, espada, honda, bastón de estoque, 
arpón, faca, estilete, punzón, o cualquier instrumento similar que se considere como un 
arma blanca, incluyendo las hojas de navajas de afeitar de seguridad, garrotes y agujas 
hipodérmicas, o jeringuillas con agujas o instrumentos similares, incurrirá en delito grave 
y convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de tres 
(3) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida podrá ser 
aumentada hasta un máximo de seis (6) años; de mediar circunstancias atenuantes, 
podrá ser reducida hasta un mínimo de seis (6) meses y un (1) día. 
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dicha solicitud, el 30 de junio de 2016, el foro de origen la declaró 

No Ha Lugar. Aun insatisfecho, el Sr. Rosado Plaza presentó el 

recurso de epígrafe. 

II 
 

El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un 

error de derecho cometido por un tribunal inferior. Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de manera discrecional, por tratarse de 

ordinario de asuntos interlocutorios. Sin embargo, nuestra discreción 

debe ejercerse de manera razonable, procurando siempre lograr 

una solución justiciera. Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 

(2001).   

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 

establece los criterios que debemos tomar en consideración al 

atender una solicitud de expedición de un auto de certiorari. A esos 

efectos, la referida Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 

son contrarios a derecho. 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la 

prueba por el Tribunal de Primera Instancia.   

D. Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, 
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los cuales deberán ser elevados, o de 

alegatos más elaborados.  

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.   

F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable 

en la solución final del litigio.  

G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 

 
III 
 

En el caso ante nuestra consideración, el peticionario nos 

solicita que ejerzamos nuestra facultad discrecional y revoquemos la 

resolución mediante la que el Tribunal de Primera Instancia denegó 

la modificación de su sentencia.  

 Evaluada dicha determinación, a la luz de la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, concluimos que el 

Tribunal de Primera Instancia no abusó de su discreción al denegar 

la petición de resentencia del Sr. Rosado Plaza. La Sentencia 

dictada el 6 de junio de 2012 es una legal, ya que fue dictada por un 

tribunal con jurisdicción y la condena impuesta no excede la pena 

prescrita en los Artículos 2.8 y 3.3 de la Ley Núm. 544 y el Artículo 

5.05 de la Ley de Armas.   

En ese sentido, resolvemos que el Tribunal de Primera 

Instancia no incurrió en arbitrariedad o en craso abuso de 
                                                 
4
 El Artículo 307  fue enmendado por la Ley Núm. 246, supra, a los fines de disponer 

que: 

(d) Delito grave de tercer grado – conllevará una pena de reclusión, restricción 
terapéutica, restricción domiciliaria, servicios comunitarios, o combinación de estas 
penas, por un término fijo que no puede ser menor de tres (3) años un (1) día ni mayor 
de ocho (8) años, según la presencia de atenuantes o agravantes a la pena. En tal 
caso, la persona podrá ser considerada para libertad bajo palabra por la Junta de 
Libertad bajo Palabra al cumplir el sesenta (60) por ciento del término de reclusión 
impuesto. 

(e) Delito grave de cuarto grado – conllevará una pena de reclusión restricción 
terapéutica, restricción domiciliaria, servicios comunitarios, o combinación de estas 
penas, por un término fijo que no puede ser menor de seis (6) meses un (1) día ni 
mayor de tres (3) años, según la presencia de atenuantes o agravantes a la pena. En 
tal caso, la persona puede ser considerada para libertad bajo palabra por la Junta de 
Libertad bajo Palabra al cumplir el cincuenta (50) por ciento del término de reclusión 
impuesto. 
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discreción, al denegar la modificación de la sentencia del 

peticionario. Así pues, en atención al carácter discrecional del 

recurso de Certiorari, y a los criterios dispuestos en  la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal, supra, no hallamos razón alguna que 

amerite nuestra intervención en el recurso de epígrafe.        

IV 
 

Por los fundamentos discutidos, DENEGAMOS la expedición 

del auto de Certiorari solicitado.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


